
 
ALERTA REGULATORIA: Este 7 de febrero del 2026, se han publicado los Decretos Legislativos 
siguientes, que nos interesa resaltar: 
 
 a) Decreto Legislativo 1718, Decreto Legislativo que modifica la Ley 27336, Ley de Desarrollo de las 
Funciones y Facultades del Organismo Supervisor de Inversión Privada en Telecomunicaciones - 
OSIPTEL, incorporando el Artículo 35-A para garantizar la ejecutoriedad de las Resoluciones de 
Imposición de Sanciones de Multa. 

 
Comentario Incorporación 

Este dispositivo se asemeja al esquema que 
tiene INDECOPI, en el Decreto Legislativo 
1033:  
 
“19.3 Cuando una Sala del Tribunal emita 
una resolución que imponga, o confirme 
parcial o totalmente la determinación de una 
obligación susceptible de ejecución coactiva, 
la impugnación de dicha resolución ante el 
Poder Judicial a través del proceso 
contencioso administrativo suspenderá el 
correspondiente procedimiento de ejecución 
coactiva solamente si el cumplimiento de 
dicha obligación es garantizado mediante 
carta fianza, conforme a lo establecido en el 
Reglamento de la presente Ley.” (el 
resaltado es nuestro) 
 
Particularmente, nos parece que esta 
disposición no ha tomado en cuenta, que los 
roles de INDECOPI (agencia de competencia 
y con variadas funciones que se derivan de 
diversos cuerpos legales) no son similares a 
los de OSIPTEL, que a la par de agencia de 
competencia, es ente regulador que debe 
promover las inversiones en el Sector. Al 
Sector de telecomunicaciones -- en forma 
sistemática--, se le ha venido imponiendo 
fuertes multas, así como impuesto mayores 
obligaciones (algunas válidas, pero otras, 
que no les corresponden). A la par, deben 
ser sostenibles económicamente e invertir 
cada vez mas, para ampliar su cobertura.  
 
En este escenario, preocupa que a un Sector 

“Artículo 35-A.- Ejecutoriedad de las resoluciones  

35-A.1. Las resoluciones emitidas por los órganos resolutivos del 
OSIPTEL que impongan sanciones administrativas de multa son 
ejecutivas una vez que hayan quedado consentidas o se haya 
agotado la vía administrativa.  

35-A.2. La suspensión de la ejecución coactiva de los actos 
administrativos que imponen una sanción administrativa de multa 
solo procede cuando el sujeto obligado interponga demanda ante 
el Poder Judicial y otorgue, a favor del organismo regulador, una 
carta fianza. Para tal efecto, el sujeto obligado debe presentar ante 
el OSIPTEL el cargo de recepción de la demanda judicial y el original 
de la carta fianza.  

35-A.3. La carta fianza a que se refiere el numeral anterior debe 
cumplir las siguientes condiciones:  

a) Ser emitida por una entidad bancaria del Sistema Financiero 
Nacional, de primer orden y bajo supervisión de la Superintendencia 
de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de Fondos de 
Pensiones, a favor del OSIPTEL.  

b) Ser irrevocable, solidaria, incondicional y de ejecución inmediata, 
a solo requerimiento del OSIPTEL, cuya ejecución se efectúa cuando 
haya concluido el proceso judicial con sentencia favorable para la 
entidad.  

c) Emitirse por un monto equivalente al que sea materia de ejecución 
coactiva.  

d) Tener un plazo no menor de un (1) año y renovarse dentro de los 
quince (15) días hábiles previos a su vencimiento, mientras el 
proceso judicial se encuentre en trámite.  



dinámico, se le traslade la carga de tener 
que asumir los costos de una fianza (podrán 
asumirla todos los actores en el mercado?), 
para poder reclamar ante el Poder Judicial, 
en procedimientos que son bien largos 
(conocemos todos los tiempos que se toma 
el Poder Judicial), y cuyo esquema de 
resolución, ha sido redactado e impuesto 
por el propio Estado. Y mientras ello sucede, 
vaya Ud Sr Concesionario, y renueve las 
veces que sea necesario, mientras el Poder 
Judicial define el tema.  

35-A.4. Lo dispuesto en el párrafo precedente es aplicable también a 
las demandas de revisión judicial previstas en el artículo 23 de la Ley 
No 26979, Ley del Procedimiento de Ejecución Coactiva.”  (el 
resaltado es nuestro) 

 OSIPTEL aprobará las normas complementarias a este Decreto 
Legislativo, en el plazo máximo de 90 días hábiles (computados a 
partir del 9 de febrero) 

 
 

Esta nueva disposición es de aplicación a los procedimientos 
administrativos sancionadores que se inicien a partir de la entrada 
en vigencia del presente decreto legislativo. 

 
b) Decreto Legislativo 1723, por el que se establece reglas, medidas y/o mecanismos para el 
adecuado uso de la numeración en Llamadas y Mensajes de Texto y su Trazabilidad, a fin de evitar el 
anonimato y comunicaciones ilícitas en perjuicio de los usuarios de los servicios públicos de 
telecomunicaciones.  
 

Comentario Texto Normativo 
La pregunta frente a este dispositivo es: Qué 
medidas efectivas van a poder implementar las 
empresas operadoras si es que las llamadas y/o 
mensajes de texto con fines ilícitos, provienen 
del exterior? Cómo se va a evitar un 
enmascaramiento que proviene del exterior?  

“Artículo 2.- Finalidad  

El presente Decreto Legislativo permite la identificación y/o 
veracidad del número de origen de la comunicación, y evita o 
mitiga las prácticas de enmascaramiento o manipulación del 
recurso numérico que conllevan al progreso de llamadas y/o 
mensajes de texto ilícitos y los efectos negativos que generan en 
la sociedad.” 

En el lado local e interno, las empresas 
programan las series de numeración asignadas 
por el MTC, en base al Plan de Numeración 
aprobado por dicha entidad, y de acuerdo a las 
relaciones de interconexión que se establecen. 
Asi las cosas, entendemos que la norma tendría 
como único campo de acción concreto, que no se 
habiliten en las redes, series de numeración que 
no corresponden al solicitante y/o que no 
procedan las llamadas que no se ajusten a la 
serie habilitada. 
 
Definitivamente, se debe contar con mayor 
detalle de que medidas están proyectando, ya 
que el texto del decreto legislativo es demasiado 
amplio. Por ejemplo, qué medidas consideran 

“Artículo 4.- Obligaciones de las empresas operadoras de 
servicios públicos de telecomunicaciones 

4.1 Las empresas operadoras adoptan medidas y/o mecanismos 
técnicos y/u operativos para evitar el progreso de llamadas y/o 
mensajes de texto con uso inadecuado de la numeración para 
fines ilícitos; así como, para permitir a los abonados y usuarios 
advertir sobre dichas comunicaciones.  

4.2 Las empresas operadoras implementan medidas 
tecnológicas para impedir que se concreten comunicaciones 
con fines ilícitos  

Las empresas operadoras pueden implementar medidas 
adicionales a lo dispuesto en el párrafo anterior, sin contravenir 



que las enpresas deben implementar para 
impedir que se concreten comunicaciones con 
fines ilícitos? Cómo van a saber a priori, las 
empresas, la finalidad de las mismas? No nos 
parece razonable o sustentable técnicamente, 
pero sin duda, las normas reglamentarias podrán 
dar mas luces en el camino. 

lo dispuesto en el presente marco normativo.  

4.3 Las empresas operadoras adoptan medidas que coadyuven a 
determinar el origen de las llamadas y/o mensajes de texto con 
uso inadecuado de la numeración para fines ilícitos.  

(…)” (el resaltado es nuestro) 
 
Y, en forma complementaria, este Decreto 
Legislativo determina claramente que la escala 
de multas que podría aplicar el MTC, sera la 
establecida en la Ley 27336, lo que implica la 
siguiente escala: 
 
Tipo de infracción Multa máxima 

Leve hasta 100 UIT 

Grave hasta 500 UIT 

Muy grave hasta 1000 UIT 
 

“Artículo 8.- Potestad fiscalizadora, sancionadora y  de 
imposición de medidas correctivas y cautelares del Ministerio 
de Transportes y Comunicaciones  (…) 

8.3 Las infracciones son sancionadas, de acuerdo a las escalas 
de multas establecidas en la Ley No 27336, Ley de Desarrollo de 
las Funciones y Facultades del Organismo Supervisor de 
Inversión Privada en Telecomunicaciones - OSIPTEL o norma que 
sustituya dicha escala de multas. En el caso de infracciones 
leves, el Ministerio de Transportes y Comunicaciones puede 
aplicar la sanción de amonestación escrita o multa, y para las 
infracciones graves y muy graves aplica la sanción de multa.  
(…)” 

En las infracciones leves, puede aplicar la sanción de 
amonestación escrita o multa, y para las infracciones graves y 
muy graves, aplica la sanción de multa. 

 
c) Decreto Legislativo 1724, que modifica el Decreto Legislativo 822, Ley sobre el Derecho de Autor, a 
fin de incorporar disposiciones en materia de eximentes de responsabilidad de Proveedores de 
Acceso a Internet y de Proveedores de Servicios en el Entorno Digital. 
 

Comentario Texto Normativo 
 
Se recomienda que a las 
empresas que califican como 
proveedor de acceso a 
internet, o proveedor de 
servicios en el entorno 
digital, revisen al detalle esta 
normativa y se establezcan 
procedimientos que 
salvaguarden su oportuno 
cumplimiento. 

“Artículo 2.- Finalidad  

El presente Decreto Legislativo tiene por finalidad fortalecer la protección de los 
derechos de autor y derechos conexos, estableciendo las circunstancias eximentes de 
la responsabilidad de los proveedores de acceso a Internet y de proveedores de 
servicios en el entorno digital, al ser terceros en posibles casos de infracción de 
derechos de autor y derechos conexos. “ 

 Se incorpora el numeral 55 al Art. 2 del Decreto Legislativo 822: 

“Artículo 2.- A los efectos de esta ley, las expresiones que siguen y sus respectivas 
formas derivadas tendrán el significado siguiente: (…) 

55. Proveedor del servicio de Internet: Es todo aquel proveedor que brinda servicios 
asociados con Internet, a través de al menos una de las siguientes categorías:  

55.1 Proveedor de acceso a Internet: Se refiere al proveedor que opera una red 
propia o de terceros y que brinda a un usuario (sea este persona natural o jurídica) la 



interconexión con Internet, a través de cualquiera de los siguientes servicios:  

a) La transmisión, enrutamiento o suministro de conexiones para comunicaciones 
digitales en línea entre puntos especificados por el usuario de dicho servicio, que 
permite al usuario el acceso a todos los nodos disponibles en la Internet, para enviar 
y recibir información, y sin modificar el contenido de las comunicaciones en su envió 
o recepción; o,  

b) El almacenamiento intermedio y transitorio de dicha comunicación digital en el 
curso de tal transmisión, enrutamiento o suministro de conexión.  

55.2 Proveedor de servicios en el entorno digital: Se refiere al proveedor que presta 
alguno o varios de los siguientes servicios en entorno digital:  

a) Almacenamiento temporal de datos o contenidos mediante un proceso 
automático (caching);  

b) Almacenamiento digital de datos o contenidos a petición del usuario o 
alojamiento de sitios o páginas web de terceros (hosting) en un sistema o red 
controlado u operado por o para el proveedor de servicios; y,  

c) Provisión de uso de herramientas para la búsqueda de información (motores de 
búsqueda) incluyendo directorios, enlaces e hipervínculos para referir o vincular a los 
usuarios a un sitio en línea.”  

 Se incorpora el Título XIV al Decreto Legislativo 822, respecto a los eximentes de 
responsabilidad. De acuerdo a ello, los Arts. 209 y 210 del referido Decreto 
Legislativo, establecen las condiciones para eximir de responsabilidad (i) a los 
proveedores de acceso a internet y (ii) a los proveedores de servicios en el entorno 
digital.  

A su vez, se genera un procedimiento de notificaciones, contra notificaciones, retiro 
o inhabilitación de acceso a contenidos protegidos por Derecho de Autor y Derechos 
Conexos, que generan nuevas obligaciones a los proveedores de acceso a internet, 
así como a los proveedores de servicios en el entorno digital, entre otras 
obligaciones. De igual manera, se establecen infracciones administrativas. 

 
Para cualquier consulta sobre esta información, puede comunicarse con nosotros en los siguientes 
correos: virginia@nakagawa.pe y/o maria.rodriguez@nakagawa.pe 
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